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Fecha 

INFORME TÉCNICO N°      -2020-SERVIR-GPGSC 
 
De : CYNTHIA CHEENYI SÚ LAY 

Gerenta de Políticas de Gestión del Servicio Civil 
   
Asunto         :  Sobre la inhabilitación derivada de sentencia penal 
 
Referencia  : Oficio Nº 305-2020-MPA/IMPLA 
 

 
I. Objeto de la consulta 

 
Mediante el documento de la referencia, el Gerente General del Instituto Municipal de 
Planeamiento – IMPLA consulta a SERVIR lo siguiente: 
 
- Un servidor que ha sido sentenciado por 4 años de pena privativa de libertad, con el carácter 

de suspendida e inhabilitación por el plazo de 3 años, ¿le corresponde de manera correlativa 
la suspensión?, ¿la desvinculación? o ¿luego de superado el plazo de la inhabilitación le 
corresponde la reposición? 

 
II. Análisis 

 
Competencias de SERVIR 
 
2.1 Debe precisarse que las consultas que absuelve la Autoridad Nacional del Servicio Civil – SERVIR 

son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa aplicable al Sistema Administrativo de 
Gestión de Recursos Humanos, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer 
alusión a asuntos concretos o específicos. Por lo tanto, las conclusiones del presente informe no se 
encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna. 
 

2.2 Considerando lo señalado hasta este punto resulta evidente que no corresponde a SERVIR –a través 
de una opinión técnica– emitir pronunciamiento sobre alguna situación concreta. Por ello el 
presente informe examina las nociones generales a considerar sobre las materias de la presente 
consulta. 

 

Sobre el cumplimiento de mandatos judiciales  
 

2.3 Al respecto, debe tenerse en cuenta el carácter vinculante de las decisiones judiciales 
conforme al artículo 4 del Decreto Supremo N° 017-93-JUS, Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, el cual señala que toda persona y autoridad está obligada a acatar 
y dar cumplimiento a las decisiones judiciales o de índole administrativa, emanadas de 
autoridad judicial competente, en sus propios términos, sin poder calificar su contenido o sus 
fundamentos, restringir sus efectos o interpretar sus alcances, bajo la responsabilidad civil, 
penal o administrativa que la ley señala. 

 
2.4 De dicha disposición se derivan al menos dos consecuencias: 
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(i) La entidad vinculada por un mandato judicial debe efectuar todas las gestiones que sean 
necesarias para darle estricto cumplimiento, evitando cualquier retraso en su ejecución, 
y sin hacer calificación alguna que pudiese restringir sus efectos, incurriendo en 
responsabilidad en caso de infringir dichas reglas. 

(ii) SERVIR, aun siendo el órgano rector del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos 
Humanos, no puede emitir opinión sobre el contenido de un mandato judicial. 

 
Atendiendo a lo señalado, cualquier pedido de aclaración sobre los alcances de un mandato 
judicial o su ejecución debe ser formulado ante el órgano jurisdiccional que lo haya emitido, 
empleando los mecanismos procesales establecidos para dicho efecto. 
 

2.5 Por tanto, SERVIR, aun siendo ente rector del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos 
Humanos del Estado, no puede emitir opinión sobre una situación o acciones que se 
encuentran judicializadas. 

 
De la extinción del vínculo laboral del servidor por sentencia condenatoria consentida y/o ejecutoriada 
en el marco de la Ley N° 30057 
 
2.6 Al respecto, nos remitimos al Informe Técnico N° 551-2019-SERVIR/GPGSC (disponible en 

www.servir.gob.pe) cuyo contenido ratificamos y recomendamos revisar para mayor detalle, el 
cual concluyó lo siguiente: 

 
“3.10  En el ámbito penal, la inhabilitación es una sanción limitativa de derechos aplicada en 

la sentencia. En ese sentido, según se disponga en la sentencia judicial, la 
inhabilitación producirá, entre otros, los siguientes efectos: i) La privación de la 
función, cargo o comisión que ejercía el condenado, aunque provenga de elección 
popular, ii) Incapacidad o impedimento para obtener mandato, cargo, empleo o 
comisión de carácter público. 

 
3.11 La inhabilitación para el ejercicio de la función pública dispuesta en sentencias 

consentidas o ejecutoriadas emitidas por el Poder Judicial, se encuentra vigente a 
partir del día siguiente de la notificación al sentenciado y se sujetan al plazo 
establecido en dicha sentencia. Salvo que la inhabilitación se derive de alguno de los 
delitos previstos en los artículos 382, 383, 384, 387, 388, 389, 393, 393-A, 394, 395, 
396, 397, 397-A, 398, 399, 400 y 401 del Código Penal, la cual se encuentra vigente a 
partir del día siguiente de la notificación al sentenciado y es de carácter permanente. 

 
3.12 La inhabilitación derivada de una sanción por destitución o despido, prohíbe el 

reingreso del servidor a cualquiera de las entidades de la administración pública por 
un periodo hasta de 5 años, así como el ejercicio de la función pública.” 

 
En ese sentido, con respecto a las consecuencias de la inhabilitación en el ámbito administrativo, 
nos remitimos a lo dispuesto en el citado informe técnico. 

 
III. Conclusiones 
3  
3.1 Las consultas que absuelve SERVIR son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre 

el Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, planteadas sobre temas genéricos y 
vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos; por lo tanto, las 

http://www.servir.gob.pe/
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conclusiones del presente informe no se encuentran vinculadas necesariamente a situación 
particular alguna. 

 

3.2 SERVIR, siendo el ente rector del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, no 
puede emitir opinión sobre el contenido y forma de ejecución de una resolución judicial por lo 
que cualquier pedido de aclaración sobre los alcances de esta debe ser formulado ante la 
autoridad que la haya expedido. 
 

3.3 En el ámbito penal, la inhabilitación es una sanción limitativa de derechos aplicada en la sentencia. 
En ese sentido, según se disponga en la sentencia judicial, la inhabilitación producirá, entre otros, 
los siguientes efectos: i) La privación de la función, cargo o comisión que ejercía el condenado, 
aunque provenga de elección popular, ii) Incapacidad o impedimento para obtener mandato, 
cargo, empleo o comisión de carácter público. 
 

3.4 La inhabilitación derivada de una sanción por destitución o despido, prohíbe el reingreso del 
servidor a cualquiera de las entidades de la administración pública por un periodo hasta de 5 años, 
así como el ejercicio de la función pública. 

 
Atentamente, 

 
 
 
 

DOCUMENTO FIRMADO DIGITALMENTE 
 

CYNTHIA CHEENYI SÚ LAY 
Gerenta de Políticas de Gestión del Servicio Civil 

AUTORIDAD NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CSL/abs/jms 
K:\8. Consultas y Opinión Técnica\02 Informes técnicos\2020 


		2020-05-04T15:57:13+0000
	SU LAY Cynthia Cheenyi FAU 20477906461 hard




